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			PREFACIO DE LOS SUCESOS


			No estoy escribiendo nada en contra, solo lo estoy mostrando.


			(Ich schreibe nichts gegen, ich zeige es nur).


			Odon Von Horvath (dramaturgo austro-húngaro).


			La intriga de los derechos humanos se compone de cinco capítulos.


			El trabajo otea las leyes de reparaciones que abarcan pensiones (llamadas PER), las indemnizaciones, y las demandas por hechos ocurridos posdictadura y propiamente durante el régimen de facto, entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985.


			El 1 de marzo de 2025, al final de la actual administración de gobierno, el Estado (nosotros) habrá desembolsado por este concepto más de U$S 1000 millones, beneficiando a miles de personas.


			Si bien todo empezó en el primer gobierno colorado de Julio María Sanguinetti (1985-1990) y continuó en la administración blanca de Luis Lacalle Herrera (1990-1995), las normas más costosas y polémicas fueron aprobadas en los quince años del ejercicio del poder del Frente Amplio. Las citadas leyes contaron con el aval del sistema político en general.


			Más adelante, en la obra aparece información inédita y desconocida con las promesas de quienes ejercerían el Poder Ejecutivo en los años 1985 (Partido Colorado) y 2005 (Frente Amplio). Con dos décadas de diferencia, se les comunicó a los militares que «no irían presos por combatir la subversión».


			Sin embargo, los voceros del Frente Amplio, pese a prometer el respeto por la Ley de Caducidad que amparaba a las Fuerzas Armadas y a la Policía judicialmente, pidieron a los entonces jefes castrenses que atendieran el tema de los desaparecidos, especialmente el caso de la nuera del ciudadano argentino Juan Gelman.


			Los/as lectores/as tomarán contacto con documentos redactados por oficiales de Inteligencia, entre ellos José Nino Gavazzo y Alfredo Lamid —a quien se lo sindica como responsable logístico de la Operación Zanahoria—.


			Podrán acceder a una carta de Gavazzo dirigida al teniente general Hugo Medina y al sistema político, trece días antes de votarse la Ley de Caducidad (el 9 de diciembre de 1986), advirtiendo que no se presentaría a declarar. El 27 de junio de 1985, a doce años del golpe de Estado, el mismo Gavazzo había pedido su reintegro al servicio activo del Ejército.


			En las tinieblas de todos los sucesos de la interna militar, en el año 1978 aparece uno de los principales secretos de la dictadura, las consecuencias de la publicación El Talero, que provocó una de las más grandes bataholas en las filas del Ejército.


			El hecho tiene nuevamente como actor a Gavazzo, al jefe del Servicio de Inteligencia General Amaury Prantl —el principal responsable— y, en la vereda de enfrente, en ese momento el comandante del arma y después presidente de facto, teniente general Gregorio Álvarez.


			El Talero fue una publicación clandestina y anónima dirigida hasta el grado de capitán, que acusó a Álvarez en plena dictadura de mantener encuentros secretos con el caudillo nacionalista Wilson Ferreira Aldunate.


			Por si algo faltara, se involucra en la historia reciente y presente al Club Atlético Peñarol, una de las más grandes instituciones deportivas del Uruguay.


			En un intento de penetración ideológica por el tema de los derechos humanos, la petición de un grupo de asociados, con el apoyo de Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos, Crysol y el Observatorio Luz Ibarburu, apuntó a que la directiva aurinegra eliminara de los registros sociales a los represores José Gavazzo y Manuel Cordero.


			Un informe jurídico de un destacado catedrático, además de socio de la institución de las once estrellas, detuvo el intento. El presidente de Peñarol, Ignacio Ruglio, mantuvo un cerrado silencio sobre el caso.


			Quedamos tan ciegos como inútiles por los que podríamos llamar «archivos tomados», la documentación incautada en los gobiernos del Frente Amplio (2005-2020), básicamente el Archivo Berrutti y el Archivo Castiglioni.


			Es lo más parecido al cuento del escritor argentino Julio Cortázar, «Casa tomada». Publicado por primera vez en el año 1946, comienza la narración en forma realista de un episodio en una casa de Chivilcoy (Argentina); pero, en el avance, introduce paulatinamente un ambiente de distorsión de las leyes naturales.


			Los habitantes del inmueble, Irene y el narrador, son amenazados por un murmullo interno y, en vez de enfrentar la situación, optan por desplazarse y finalmente quedan fuera de su casa.


			En el caso de los archivos de la dictadura en Uruguay, amén de enfrentar la situación de nuestra parte, todo fue en vano, quedamos fuera de la «casa tomada» (los «archivos tomados»); la Justicia y la Secretaría de Derechos Humanos para el Pasado Reciente de la Presidencia de la República rechazaron atender pedidos de información pública y mantuvieron la documentación en reserva.


			Siempre hay una esperanza: en el año 1669, el británico Jean Racine sostuvo que «no hay secreto que el tiempo no revele».


			De los «archivos tomados» pasamos directamente al «blindaje del “segundo vuelo”», episodio que nuevamente pone en tela de juicio la política estatal de los derechos humanos.


			El trabajo repasa la crisis institucional, política y judicial provocada por la remoción, en el año 2019, del entonces comandante en Jefe del Ejército, general Guido Manini.


			Ustedes podrán tomar contacto con los audios tomados y desgrabados por la Fiscalía de Flagrancia, a los cuales accedió el autor.


			Se trata de testimonios de los miembros del gobierno del Frente Amplio (2015-2020), como el expresidente Tabaré Vázquez, el secretario de la Presidencia Miguel Toma, ministros, comandantes, generales del Ejército y asesores letrados del Ministerio de Defensa Nacional, entre otros.


			Luego, la obra se encuentra con la puerta del «caso de la nuera de Gelman» que podríamos comparar con el «infierno», la primera de las tres grandes partes del poema épico escrito por Dante Alighieri, la Divina comedia.


			Abundan las mentiras, tergiversaciones, chismes, rumores infundados, fábulas, pero ninguna prueba que ayude a localizar los restos de la ciudadana argentina María Claudia García, ni menos una respuesta para su hija, Macarena Gelman.


			Al final, planteamos una serie de interrogantes con sus respectivas respuestas, mostrando información que puede develar oficialmente dónde nació Macarena.


			El asesinato y la desaparición de su madre no figuran en ningún archivo, menos los móviles.


			La intriga de los derechos humanos es un nuevo aporte para desentrañar hechos ocurridos desde los años cincuenta del siglo pasado que tanto daño le han hecho al país.


			Es una historia más presente que reciente, mantiene a nuestra sociedad detenida en el tiempo y sumamente dividida, sin esperanza de que aparezca una pequeña luz que ayude a reconciliar a los habitantes de nuestra patria (Uruguay).


			El autor.


		




		

			Capítulo I


			REVOLUCIÓN POR JUBILACIÓN


			¡Qué poder tiene el dinero!


			En el bloque partidario de la lucha armada, coincidente con Cuba, coincidente con la tesis de Régis Debray [escritor y filósofo francés de ideas marxistas, amigo de Fidel Castro y del Che Guevara. Se le atribuye la obra Revolución por la revolución, una especie de biblia que las guerrillas latinoamericanas utilizaron en las décadas sesenta y setenta] […] había de todo, desde los que eran partidarios verdaderos de la lucha armada, hasta los que lo eran solo para poder viajar a visitar a Cuba […] era increíble […] le salió caro a Cuba. Yo conozco locales partidarios con fotos de Fidel y el líder —que jamás hizo guerrilla— disfrazado de guerrillero en el Pico Turquino. Iban allí con Fidel y luego comercializaban con eso. Esos eran los oportunistas. (1)


			14 de julio de 2009 (distribuido 3279)


			«Pero, ¡no hicieron guerrilla para ser jubilados!», le reprochó a Erardo Velázquez, delegado de la Comisión Reencuentro de los Uruguayos, (2) un grupo de personas que no identificó, ante la sensación de que se había desvirtuado la lucha en democracia y durante la dictadura (1973-1985) con reclamos de diversas organizaciones sociales que solicitaron ampliar las reparaciones económicas previstas por la ley n.° 18033, (3) conocida irónicamente como la «ley del guerrillero».


			Durante su participación en la Comisión de Constitución y Legislación del Senado, las solicitudes eran como un manantial inagotable pero, sin titubear, Velázquez intentó justificar sus demandas aduciendo que «acá los exiliados y los clandestinos se la tuvieron que jugar».


			Uno de los jefes del Movimiento de Liberación Nacional Tupamaros (MLN-T), reacio a las reparaciones, fue el exministro de Defensa Nacional Eleuterio Fernández Huidobro: «Yo me hice tupamaro por ideología, no para cobrar una pensión. No fue para que el pueblo uruguayo se encargara de mí», repitió en varias oportunidades.


			El día que se votó la ley n.° 18033 Fernández Huidobro no participó de la sesión, ingresando a sala su suplente. Empero, el exministro sí tenía una postura favorable a que aquellos que la habían «pasado mal» cobraran una pensión o una indemnización, pero puntual, solo en casos probados y que así lo ameritaran.


			Otro de los fundadores del MLN-T, Julio Marenales, emitió opinión al respecto. En otro libro del autor, El revés de la trama. La historia secreta de la salida de la dictadura (2001), este mantuvo el siguiente diálogo con Marenales:


			—¿Usted reclamó en forma pecuniaria luego de dejar la prisión?


			—Estaba ahí en un conjunto. Era el tipo al que más correspondía una reparación. La Justicia Civil, con los datos de la Justicia Militar, me absolvió. En realidad estoy amnistiado, porque la acusación de los delitos que tenía por Soca [se refiere a la toma de la comisaría de la ciudad y de la subestación de UTE, (4) donde murieron dos policías] quedé limpio con eso. Yo no estaba en el lugar donde murieron las personas, ni fui el planificador. Participé pero no estuve en el lugar. Estaba en un tranque que si hubiera venido alguien a pasar por ahí, hubiera sido mucho peor que lo otro. Estábamos preparados para no dejar pasar ni una mosca. La cosa hubiera sido fea.


			Objetivamente desde el punto de vista legal, yo tenía que haber estado por «asociación ilícita» seis años como máximo. Si hay un caso donde correspondía reparación, porque se cometió injusticia, era conmigo; legalmente seis años. Me cargaron con cosas, pero después la Justicia Civil me limpió, porque no tengo delitos de sangre. En cuanto al reclamo pecuniario yo estaba en un conjunto que lo estaba haciendo Ielsur [Instituto de Estudios Legales y Sociales del Uruguay], en el momento de firmar yo estaba en Nicaragua, entonces no pude firmar y soné (2001, p. 446).


			Marenales figura en la lista que se acogió a la reparación pecuniaria de la ley n.° 18033.


			Volviendo a la intervención de Velázquez en la comisión senatorial, los reclamos en busca de más reparaciones se produjeron durante el tratamiento del proyecto que, más tarde, se convirtió en la ley n.° 18596. (5)


			Velázquez, representante de la Comisión Reencuentro de los Uruguayos, luego leyó un documento, que entregó a los senadores, donde reprochó que se habían aprobado normas reparatorias «ambiguas y discriminatorias», pero «no una verdadera ley de reparación integral». Además de criticarla, calificó a la ley n.° 18033 como «barata».


			La norma otorga reparaciones pecuniarias a miembros de la guerrilla y dirigentes de partidos y organizaciones de izquierda que buscaron la toma del poder a través de las armas, avalados por pronunciamientos y reclamos políticos en la década de los años sesenta y principios de los setenta.


			El erario público al final de la actual administración de gobierno, el próximo 1 de marzo de 2025, habrá pagado por los fundamentos de la ley n.° 18033, directa e indirectamente, una cifra cercana a los U$S 600 millones.


			Desde la primaveral vuelta a la democracia en el año 1985 y hasta el 2025, durante cuarenta años, refrendado por el Frente Amplio, el Partido Nacional y el Partido Colorado a través de diversas normas, el Estado abonará más de U$S 1000 millones en reparaciones.


			Las leyes de la revolución


			— Ley de Amnistía n.° 15737, (6) artículo 25, del 8 de marzo de 1985, amparó la restitución, recomposición de la carrera administrativa o la reforma de su cédula jubilatoria con el cargo que ostentaban los funcionarios públicos, destituidos por el Acto Institucional n.° 7 (del 27 de junio de 1977). Finalmente fue regulada por ley n.° 15783. (7)


			— Leyes n.° 16102 y 16163 (8) generaron una indemnización especial para los trabajadores del Frigorífico Nacional que fueron cesados en el año 1978, tras el cierre de la empresa.


			— Ley n.° 16440 (9) marcó los lineamientos de retiro para personal militar que hubiere sido afectado por destitución motivada por supuestas razones políticas o ideológicas.


			— Ley n.° 16451 (10) modificó los montos jubilatorios de los trabajadores de los frigoríficos Swift y Artigas, y atendió la situación de los extrabajadores de los frigoríficos Nacional y Casablanca.


			— Ley n.° 17061 (11) incluyó la situación de los trabajadores del Frigorífico del Cerro (EFCSA) en la ley n.° 15783.


			— Ley n.° 17449 (12) consideró a las personas que debieron exiliarse, estuvieron detenidas o en la clandestinidad por motivos políticos, ideológicos o gremiales. Asimismo, para aquellos que hubieran estado trabajando en la actividad privada se les reconocieron los años de la dictadura como efectivamente trabajados, si tenían la edad para acogerse a los beneficios jubilatorios.


			— Ley n.° 17620 (13) permitió la reforma de su cédula jubilatoria o gestionar la jubilación a los funcionarios de la ANEP (14) considerados perseguidos por el régimen de facto.


			— Ley n.° 17917 (15) actualizó los montos de la liquidación de los trabajadores del Frigorífico del Cerro (EFCSA).


			— Ley n.° 17949 (16) restituyó los derechos jubilatorios para los militares que hubieran sido destituidos, dados de baja o desvinculados por supuestas razones políticas o ideológicas. 


			— Ley n.° 18033 creó la Pensión Especial Reparatoria (PER), siendo beneficiados quienes estuvieron presos, condenados por jueces civiles hasta julio de 1972 y, posteriormente, tras aprobarse la ley de Seguridad del Estado, a disposición de la Justicia Militar. Se trata de la norma de mayor costo para el erario público. Irónicamente se la conoce como la «ley del guerrillero», aunque un gran porcentaje de los beneficiados pertenecen al Partido Comunista en el Uruguay (PCU) y al Partido por la Victoria del Pueblo (PVP) y otras organizaciones de izquierda. Fue creada una Comisión Especial con el fin de estudiar los casos de forma individual. Pudieron acceder al cobro de las PER aquellos miembros de la guerrilla que cometieron delitos de sangre.


			— Ley n.° 18192 (17) otorgó plazo de noventa días a efectos de la presentación de peticiones ante la Comisión Especial creada por la ley n.° 18033.


			— Ley n.° 18235 (18) sustituyó el literal c del artículo 1 de la ley n.° 18033, acreditando a los trabajadores de las empresas clausuradas por el gobierno de facto la recuperación de los derechos jubilatorios.


			— Ley n.° 18274 (19) otorgó un nuevo plazo, esta vez de sesenta días, a efectos de la presentación de peticiones antes la Comisión Especial de la ley n.° 18033.


			— Ley n.° 18310 (20) modificó normas relacionadas con el tema ya dictadas, estableciendo un ficto para computar el monto jubilatorio de los extrabajadores de la industria frigorífica.


			— Ley n.° 18596 consagró indemnizaciones económicas a familiares de desaparecidos, a quienes eran niños habiendo nacido en cautiverio y a aquellos que hubieran experimentados lesiones. Además, otorgó atención en salud gratuita y vitalicia a las supuestas víctimas. También modificó aspectos de lo regulado por la ley n.° 18033 con relación al derecho al cobro de la pensión reparatoria. Asimismo, indujo a que la dictadura se instaló en el Uruguay el 13 de junio de 1968 y no el 27 de junio de 1973.


			Las mencionadas normas fueron complementadas por los decretos 106/2007, que reglamentó la ley «madre» (n.° 18033), y 297/2010, relativo a la prestación de salud prevista por la ley n.° 18596. En este caso, se estipuló que tendrán derecho a recibir atención integral de salud gratuita y vitalicia, en el marco del Sistema Nacional Integrado de Salud (SNIS), a las que se califica como víctimas: aquellas personas que hayan permanecido detenidas por más de seis meses sin haber sido procesadas, o que hubiesen sido procesadas o sufrido lesiones gravísimas a raíz o en ocasión del accionar de agentes del Estado, o que siendo niños o niñas fueron secuestrados o permanecieron en cautiverio con sus padres.


			Además, se les permite utilizar prestaciones médicas que incluyen asistencia psicológica, psiquiátrica, odontológica y farmacológica que garanticen la cobertura integral de salud en el marco del SNIS.


			Se estableció, también, que el Estado (nosotros) tiene la responsabilidad de otorgar apoyos científicos y técnicos para la rehabilitación física y psíquica necesaria para atender las supuestas secuelas que obstaculizan la capacidad educativa o integración social de las víctimas. Amparados, además, en la ley n.° 18033, este beneficio incluye a los hijos y nietos de todas ellas, sean biológicos o adoptivos.


			
Un eslogan con marketing



			El 19 de mayo de 2015, a través del decreto 131/2015, durante la segunda administración del doctor Tabaré Vázquez (Frente Amplio), se creó un grupo de trabajo con el conocido eslogan «por verdad y Justicia» (GTVJ).


			 Tuvo como propósito esencial «investigar los crímenes de lesa humanidad cometidos en el país tanto durante el período de actuación ilegítima del Estado, como durante el terrorismo de Estado pautando que sus acciones e iniciativas» lleven a la «no repetición».


			Desde que asumió el poder el Frente Amplio, esta fuerza política consideró los documentos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) con un paralelismo similar a la Biblia para la comunidad católica. Dichos elementos fueron la base para recurrir a la denominada «reparación integral» que pregona la ONU.


			Un informe del 12 de abril del año 2017, entregado al entonces presidente Tabaré Vázquez, destaca la aprobación de las leyes n.° 18033 y 18596.


			Allí se menciona un documento de Pablo de Greiff (relator de la ONU), donde este destaca que: «fueron generalmente las víctimas, sus familiares y las asociaciones que impulsaron, y siguen impulsando sin descanso y con un compromiso admirable, las iniciativas en favor de la verdad, la Justicia, la reparación y las garantías de no repetición». (21)


			Según el escrito del GTVJ, se presentaron para las reparaciones del Estado, considerándose víctimas de la dictadura (1973-1985), 10.470 casos, resultando denegado alrededor del 30 %. Adujo que en esa fecha, los beneficiarios por las PER ascendían a 2915, mediante el sistema unificado de pago.


			Por la ley n.° 18596, las peticiones ingresadas entre los años 2010 y 2016 fueron 1307, estando pendientes de resolución a esa altura ciento ochenta. Basado en el artículo 11 de la norma, cuatrocientos once casos fueron resoluciones favorables de reparación.


			Paralelamente, ochenta y seis se trata de nacidos en cautiverio o detenidos con su padre o madre por más de ciento ochenta días. Había doscientos diecisiete casos de familias dentro de la hipótesis de familiar de desaparecidos o fallecidos, seis niños secuestrados por más de treinta días, ciento dos que padecieron lesiones gravísimas, cuatrocientas una personas que fueron reparadas en salud.


			En relación a los expedientes que se tramitaron atinentes a la colocación de placas, desde el año 2012 hasta procesarse el informe, eran veintiocho, de las cuales catorce habían culminado su colocación y el resto estaba en trámite.


			El Grupo de Trabajo por Verdad y Justicia solicitó al presidente Tabaré Vázquez modificar el decreto 297/2010, a efectos de que todas las personas resarcidas por las leyes n.° 18033 y 18596 pudieran elegir libremente su prestador de salud.


			Además, recomendó que la jubilación especial inserta en el artículo 8 de la ley n.° 18033 fuera compatible con las jubilaciones propias provenientes de otras actividades o cajas previsionales, así como con las pensiones.


			Pidió que no existiera incompatibilidad alguna entre el cobro de cualquier jubilación o pensión y el cobro de la PER. Que tampoco le fuera requerida la exigencia de edad mínima, ni los años de servicio a las personas despedidas de la actividad privada, en base al decreto 518/973 del 4 de julio, promulgado durante el régimen de facto.


			El GTVJ siguió solicitando prebendas al primer mandatario sin ningún prurito. Por ejemplo, que se ampliaran los beneficios de las PER a los detenidos o procesados durante la democracia. La existencia de la dictadura en democracia es un concepto inserto en la ley n.° 18596; se consiguió solamente con los votos del Frente Amplio en el ámbito parlamentario.


			Grupo al estilo WhatsApp


			Cuestionamientos directos a los familiares de los desaparecidos, a la Suprema Corte de Justicia donde se sugiere que violó la integridad de las víctimas y de sus familiares, a los funcionarios técnicos del Banco de Previsión Social, a mandos medios de la administración pública, observando que hubo un entorno externo altamente agresivo hacia el grupo de trabajo, severas acusaciones a quienes se tildó de promotores de la impunidad con un proceso de búsqueda de los desaparecidos plagado de falsas informaciones, mentiras y tergiversaciones.


			A estas conclusiones llegó el Grupo de Trabajo por Verdad y Justicia en su informe final, impulsado por la segunda administración de gobierno del presidente Tabaré Vázquez, producido el 14 de octubre de 2019, con la firma de su coordinador, Felipe Michelini.


			Sin embargo, el GTVJ, impuesto por la resolución presidencial del 20 de mayo de 2015 (n.° P/276), fue lo más parecido a un grupo de WhatsApp, dejando de participar sus integrantes con el correr de los meses, por diferentes razones.


			Inicialmente eran siete: Macarena Gelman, Felipe Michelini, Emilia Carlevaro (Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos), Martha Andrade, Ademar Olivera, Pedro Sclofsky y Mario Cayota. Al concluir su trabajo solamente actuaban dos.


			Carlevaro, delegada de la agrupación Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos, fue sustituida por Ignacio Errandonea en enero de 2017, pero más tarde, en febrero de 2018, él también se fue por desavenencias con el Poder Ejecutivo (representado por Tabaré Vázquez).


			Cayota presentó renuncia al ser investido como embajador en el Vaticano. Ademar Olivera se retiró por motivos de salud y, en julio de ese año (2018), abandonó el grupo Martha Andrade.


			Por su parte, Macarena Gelman dejó de participar en el primer semestre de 2019. El grupo quedó reducido a dos representantes.


			Igual situación se generó en la Dirección de la Secretaría de Derechos Humanos para el Pasado Reciente. En marzo de 2015, Isabel Wschebor sustituyó a Graciela Jorge, pero presentó renuncia en febrero de 2016, asumiendo interinamente la doctora Cecilia Blanco.


			El doctor Fernando Gómez fue designado en el mes de setiembre de 2016 y renunció en mayo de 2017, asumiendo el cargo el médico veterinario Gustavo Lancibidad hasta marzo de 2018; luego asumió Héctor Díaz.


			El GTVJ se propuso cuatro ejes fundamentales: investigación, documentos, información y testimonios, con el fin de lograr la reparación de las supuestas víctimas, buscando la memoria del pasado, con la cooperación del Poder Judicial, el Ministerio Público, operadores y auxiliares del sistema de Justicia. Finalmente, buscaría el objetivo de otorgar garantías para la no repetición de los hechos, basado en la consigna «nunca más».


			Durante los cuatro años de labor mantuvieron cuatro reuniones con el presidente Vázquez, considerando que existió una correcta, estrecha y adecuada cooperación, con un permanente intercambio.


			Estableció que el relacionamiento con el Poder Judicial «fue respetuoso pero frágil» criticando «la Jurisprudencia».


			En relación a la Universidad de la República, Felipe Michelini destacó que la casa de estudios «mantuvo sus grupos de apoyo que fueron instalados en el año 2005».


			Sin embargo, Michelini observó que el funcionamiento del GTVJ «tuvo efectos no deseados». Refrendó que:


			[…] fue en muchos casos una fuente de incertidumbres […] desde el punto de vista externo no se diferenciaba entre uno y otro [se refiere a la Secretaría de Derechos Humanos para el Pasado Reciente], lo que hacía que un mismo oficio fuera enviado a ambos en algunas ocasiones, o solo a uno cuando correspondía enviarlo a otro. Sin perjuicio del perfil y característica de cada director y la impronta de su dinámica que implicó diversidad y cambios de criterio en las pautas de actuación funcional. (22)


			Al mencionar los mandos intermedios de la administración pública, Michelini sostuvo que: «muchos de ellos demostraron compromiso y comprensión con los cometidos, así como empatía con las víctimas y familiares, pero otros increíblemente actuaron con una desidia absoluta ante la situación».


			Opinó que «el diseño institucional vía decreto fue la opción escogida para avanzar en forma clara y sin dilaciones, pero en el transcurso del tiempo fue una debilidad». Y observó que


			[…] el entorno externo fue altamente agresivo. Desde el inicio, la iniciativa tuvo una fuertísima crítica desde algunos sectores de la sociedad civil que no participaban de lo que se creaba o no habían sido consultados. A su vez, la adecuación del nuevo esquema en el 2015, generó recelos y desconfianza por parte del personal que estaba a cargo de las tareas anteriormente. Una vez que se retiró el delegado de las Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos del Grupo de Trabajo por Verdad y Justicia [se refiere a Errandonea], la relación con el nucleamiento cambió, a lo que se presentaba dentro del Grupo era para ser tramitado en consenso, fuera de él fue asumido muchas veces, como demandas impostergables e inmediatas.


			El coordinador del GTVJ observó que el ingreso a las unidades militares fueron motivo de


			[…] permanentes acosos en los predios cautelados, que en muchos casos no cuentan con los vallados adecuados, que hubo permanente intromisión de personas, drones, semovientes, hurtos y plantado de objetos extraños de todo tipo que no coadyuvan a un trabajo con la tranquilidad necesaria y que obligaron hasta el día de hoy una actuación, agregada de los equipos en tareas no sustantivas y que demoran el trabajo.


			Como un caso paradigmático destacó «el hallazgo de un explosivo en el Batallón 13», lo que motivó que el juez debiera «suspender las tareas de búsqueda».


			Agregó que «ese contexto fue construido con el uso constante de falsas informaciones, mentiras y tergiversaciones. Estas solo es posible entenderlas como una estrategia para construir un relato negacionista de los graves crímenes cometidos, coadyuvantes a la cultura de la impunidad». Puntualizó Michelini que «se debe agregar al constante y permanente hostigamiento por sectores que amparan a los perpetradores, a los promotores de la impunidad y sus cómplices», a los cuales en este caso no identificó.


			En otra parte del informe apuntó contra la Administración Central y el BPS por la actitud asumida por esos organismos estatales en materia reparatoria. «La interpretación pie letrista y descontextualizada de organismos de la Administración Central y del Banco de Previsión Social constituyen un severo escollo para lograr la reparación integral», señaló.


			Finalmente, el coordinador del GTVJ de la Presidencia de la República adujo que


			[…] la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia ha sido un factor altamente negativo. La percepción que un Poder del Estado no cumple su cometido, aceptando darle trámite a todos los recursos de inconstitucionalidad en las causas en trámite, promoviendo una clara como errónea interpretación del derecho de protección de los derechos humanos en general, así como un evidente incumplimiento de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Gelman versus Uruguay termina consolidando la idea que el Estado en su conjunto viola una vez más la integridad de las víctimas y sus familiares.


			Las tres categorías


			El 1 de marzo de 1985 Uruguay recuperó la ansiada democracia, tras casi doce años de dictadura. El sentimiento generalizado de la sociedad fue trasladado al sistema político, reclamando un rápido reconocimiento de los daños provocados por el Estado en los años del régimen de facto (1973-1985). Pero, la infinidad de demandas jamás podía satisfacerse.


			Durante las administraciones de gobierno de los partidos fundacionales: Colorado y Nacional (1985-2005), las decisiones fueron moderadas, aunque se debió atender la situación de miles de funcionarios públicos que habían sido cesados a través del Acto Institucional n.° 7. 


			El agravio más profundo de los decretos aplicados por el régimen de facto que calentó las orejas de miles de ciudadanos fue la calificación de los trabajadores en tres categorías: A, B, y C.


			Los funcionarios públicos calificados con la letra C inmediatamente fueron cesados. ¿Cuáles fueron los argumentos de la dictadura para la expulsión de miles de funcionarios públicos?


			El 30 de junio de 1977, el gobierno cívico-militar dejó sin efecto la llamada «inamovilidad», invocando estudios de la Administración Central.


			Se comprobó la existencia de 158.734 empleados del Estado, divididos en 145.504 genuinos, 7928 contratados y 5302 jornaleros. El régimen de facto observó que el 45,1 % del presupuesto estatal eran sus sueldos, sin incluir las cargas sociales.


			La «inamovilidad» era una conquista de los sindicatos, tras haber ejercido una presión política, que se había convertido en un elemento muy importante en la gravitación electoral a la hora de elegir al gobierno nacional.


			A través de las leyes n.° 15737 y 15783 fueron atendidos, tras la vuelta a la democracia, unos dieciocho mil funcionarios públicos (reclamaron treinta mil), unos volvieron a sus cargos, otros se jubilaron con la reforma de su cédula ante el BPS.


			El Estado desembolsó U$S 120 millones de la época, trasladados a nuestros días una cifra cercana a los U$S 340 millones.


			El expresidente Luis Alberto Lacalle Herrera, en los primeros días del mes de agosto del año 2000, durante una sesión del Honorable Directorio del Partido Nacional, del cual era presidente, aludió a lo que había ocurrido en base a las leyes de la salida hacia el régimen institucional: ley de amnistía para los guerrilleros y miembros de organizaciones de izquierda (n.° 15737); ley de reparación de los funcionarios públicos (n.° 15783) y Ley de Caducidad de perdón para militares y policías que violaron los derechos humanos durante el régimen de facto (n.° 15848). (23)


			Mientras efectuaba un informe a los directores sobre la reciente instalación de la Comisión para la Paz (Comipaz) (24) impulsada por el entonces presidente de la República, doctor Jorge Batlle, según el acta de la sesión a la cual tuvo acceso el autor, Lacalle Herrera se tomó un tiempo para trasmitir su pensamiento sobre las reparaciones y el reintegro de los funcionarios públicos, quince años atrás.


			«¿Qué hace nuestro país en 1985, cuando se incorpora de nuevo a la serie de las naciones gobernadas por gobiernos legítimos?», se preguntó el expresidente. Respondió Lacalle Herrera:


			En una forma muy desordenada, quizá por no oír conceptos tan ilustres y claros como el senador Dardo Ortiz, con todas nuestras falencias y errores, nos dimos a través del Parlamento lo que yo he denominado el «Estatuto de la Reconciliación» que se compone de tres piezas legislativas que pretenden, dentro de la imperfección de la posibilidad humana de reparar lo irreparable […] procura mitigar […] sobre todo la certidumbre jurídica, y el fin jurídico y político de los tres temas: La subversión, ley de amnistía, la expulsión de los funcionarios públicos por el Acto 7, ley de restitución de los funcionarios públicos, y tardíamente, y ahí es que Ortiz con inteligencia advertía de la necesidad de haber hecho todo en un mismo acto, la denominada Ley de Caducidad, con su subsiguiente referéndum ratificatorio.


			 Y añadió que


			[…] la ley de restitución de los funcionarios públicos, claro está que se miró las grandes líneas que se utilizó para perseguir, pero seguramente que se echó a muchos malversadores de fondos, a muchos omisos, como saben muchos compañeros que estuvimos en la Dirección Nacional del Servicio Civil, tuvimos que mirar uno por uno. Se aprovechó aquel expediente mucho más rápido, y entonces el Parlamento también agregó ingredientes de injusticia a su análisis. No fue caso por caso. 


			 Entonces, se preguntó: «¿Por qué?» y, a renglón seguido, se respondió:


			Porque había que mirar por telescopio, había que mirar con perspectiva y no con detalle, y lo que el país quería era sanar hasta donde era posible los diez años que le habían privado de carrera a muchos funcionarios restituyéndolos. Y entonces ahí entraron de todo, los que injustamente habían sido perseguidos, pero muchos que quizás merecían una sanción como malos funcionarios.


			 El exmandatario también expuso su postura sobre las leyes de amnistía. Refirió que todas las leyes de la salida democrática contienen


			[…] un alto grado de injusticia, porque perdona a los tupamaros y a las organizaciones terroristas, pasa por alto las violaciones a los derechos humanos, actitudes delictivas, como es el robo, sobre las cuales nunca se supo qué había pasado con lo que se había robado, que no estaba precisamente dentro de lo que podía ser contemplar a quienes habían ejercido violencia, ni muertes tan canallescas como la de Pascasio Báez y algunos otros que nada tenían que ver en todo el asunto. Pero ¿qué se hizo? Se miró como deben mirarse estas cosas con telescopio y no con microscopio, porque hay que mirarlas en el gran sentido de las líneas históricas, que llevan como los ríos, impurezas, como todas las guerras no hay satisfacción para todos los reclamos.


			Lacalle Herrera se refirió luego a la Ley de Caducidad:


			[…] fui actor, no principal, porque no lo era ni lo he sido, pero sí decisivo. Se apelaba a elementos de hecho para evitar lo que estaba a punto de explotar, citaciones que iban a la caja fuerte, y el país vivía una tensión que tenía mucho de cierto, pero que también tenía un alto grado de ejercicio propagandístico. Y tuvo que ser el Partido Nacional el que sacara las castañas del fuego […] con la pluma de Martín Sturla [destacado diputado del Partido Nacional fallecido a los treinta y siete años] que ideó aquella fórmula que jurídicamente no tiene sustento, que es la que caduca la pretensión punitiva del Estado, que no quiere decir nada, pero que fue aceptado dentro de su injusticia.


			Arguyó que aún


			[…] sabiendo que no solamente se perdonaba, como debían hacerlo, porque hasta 1972, quiero recordarlo y ratificar mi apoyo total y absoluto al ejercicio de la función de defensa a través de las FF. AA. (Fuerzas Armadas) y de la Policía, pero también se miró en un sentido muy genérico lo que había pasado, no se fue al caso de fulano y de mengano, aunque se sabía y vaya si lo sabemos muchos por experiencia directa y personal [se refiere a cuando fue detenido por algunos días al comienzo de la dictadura en 1973, junto a un grupo de legisladores del Partido Nacional].


			Directos al grano


			Casi con la línea del telescopio, con la seguridad de que el Estado es un barril sin fondo, durante la discusión parlamentaria sobre lo que luego se plasmaría en la ley n.° 18596 (de la Actuación ilegítima del Estado, por la cual se reconoce el derecho a la reparación integral a las víctimas que sufrieron violencia estatal entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985), diversas organizaciones sociales, invocando ser víctimas del régimen de facto pero también del gobierno constitucional presidido por Jorge Pacheco Areco (Partido Colorado), solicitaron su reparación integral, al considerar que no habían sido atendidas en su totalidad por la ley n.° 18033.


			Reclamaron la revisión de las leyes, dejar sin efecto requisitos impuestos para acceder a la jubilación, elevar la pensión, autorización de créditos del Estado sin pago de intereses, regularizar las reparaciones en forma similar a como actuó el gobierno del Partido Colorado tras los levantamientos revolucionarios del caudillo blanco Aparicio Saravia, entre 1897 y 1904, y hasta quedó al descubierto un hecho insólito: hubo maestras que pidieron dejar sin efecto su pasividad para poder cobrar la irónicamente llamada «jubilación del guerrillero».


			El senador Reinaldo Gargano (Frente Amplio), entonces presidente de la comisión parlamentaria, había presentado la futura norma a la oposición de la siguiente manera: «A juicio del gobierno nacional y de la mayoría parlamentaria que representamos, se trata de un proyecto de ley de extraordinaria importancia».


			El 14 de julio de 2009 no fue un día cualquiera para la Comisión de Constitución y Legislación del Senado. Diversas organizaciones sociales lanzaron una catarata de reclamos. Además, en esa fecha se recuerda el día de los Mártires Estudiantiles.


			El delegado de la Comisión de Funcionarios Restituidos del Estado, Pedro Puppo, invocó al doctor Óscar López Goldaracena, aduciendo que este consideraba que los reclamantes debían recibir una reparación integral en cinco fases. López Goldaracena, uno de los abogados de las supuestas víctimas, que aparece en varios juicios por violaciones a los derechos humanos de funcionarios militares y policiales, estudió y obtuvo el título durante la dictadura.


			Puppo reclamó revisar la ley n.° 15783 que reparó a los funcionarios públicos, a quienes el gobierno dictatorial dejó por fuera del Estado a través del Acto Institucional n.° 7. Argumentó que «todos estamos de acuerdo que la Ley de Caducidad laudó mal un tema y por ello es revisable, también debería serlo la ley n.° 15783, dado que ambas emergen de un mismo momento histórico, en el cual la salida fue temerosa e insuficiente».


			Gastón Grisoni, representante de Crisol (25) (figura en una lista del Partido Comunista en el Uruguay y como liberado el 27 de febrero de 1984), estimó que la ley n.° 18033 tuvo «carencias e insuficiencias».


			En su intervención, de acuerdo al acta parlamentaria a la cual accedió el autor, presentó un documento con reclamos que a su criterio no había atendido la ley n.° 18033, a saber: el Estado no se disculpó con las víctimas ni con la sociedad; se excluyó a niños y adolescentes familiares de los presos; no se estableció un día oficial de homenaje a las víctimas del terrorismo de Estado; no se destinaron centros de memoria emblemáticos, por ejemplo, el edificio del Calen (donde hoy funciona la Institución Nacional de Derechos Humanos) y el expenal de Punta de Rieles; hay confusión entre la indemnización de los presos llamados «políticos» y las PER que otorga el artículo 11 de la ley n.° 18033; los montos pagados por el Estado son exiguos y arbitrarios, no se basan en sentencia judicial; no se indemnizó a todo el universo de las supuestas víctimas; los beneficios en materia de salud «son inferiores» y deberían «ampliarse y no restringirse».


			Grisoni criticó que no se contemplaran asuntos pendientes de resolución de la ley n.° 18033, de acuerdo al proyecto planteado por la organización sobre reparación integral; no se explicitaran debidamente las responsabilidades y potestades de la Comisión Especial que ejecuta las reparaciones; no se garantizara la no repetición de la violación de los derechos humanos; y que el Poder Ejecutivo no cumpliera a «cabalidad» la resolución 60/147 de la ONU, que «obliga» a quienes se amparan en la ley a renunciar a toda acción de reclamo.


			Alba Roque, de la Comisión Reencuentro de los Uruguayos, solicitó eliminar el requisito de una década de aportes para que «los compañeros» pudieran jubilarse, debido a que «eran muy jóvenes cuando fueron perseguidos y debieron dejar el trabajo o se fueron a trabajar al exterior y, una vez de regreso, no se les computan esos años (como) trabajados». 


			Roque añadió que «por esta ley [n.° 18033], los que sí nos pudimos jubilar, y no los presos o los de la organización Crisol, nos jubilamos con una base de prestación como reparación […], es mejor eso que nada, pero quizás sería bueno que fuera un poco más».


			También pasó por el cernidor de la comisión parlamentaria la Agrupación de Obreros y Familiares Ex Textil Ferrés, que fueron despedidos basados en el decreto de la dictadura del 4 de julio de 1973. Eran ciento sesenta y cuatro, fueron contemplados sesenta y cuatro.


			El delegado de la organización, Ruben Pressa, adujo que dichos trabajadores «se agregaron a las listas negras, con lo cual nos vimos enfrentados a varios hechos: el haber sido despedidos a través del mencionado decreto, el no conseguir trabajo, ser reprimidos; porque fuimos presos en varias oportunidades. Todo eso constituyó algo así como un exilio automático».


			Pero luego de este argumento para obtener el beneficio para cuarenta y tres obreros que habían sido ubicados cuarenta y cuatro años después, en su intervención, más adelante, Pressa se contradijo: «No vamos a compararnos con las víctimas de la dictadura, porque hacerlo sería algo muy feo […] de ninguna manera nos comparamos con quienes estuvieron presos, ni con quienes fueron exiliados, torturados o muertos […] padecimos una situación muy especial como obreros».


			¿Los obreros de la fábrica estuvieron presos o no? Si estuvieron en la cárcel también tienen derecho a compararse con los afectados por el régimen de facto.


			Después pasó por la comisión senatorial la Comisión ad hoc de Destituidos Judiciales, que llevó redactado un aditivo para modificar la ley que reparó a los funcionarios públicos, pidiendo un nuevo plazo de ciento ochenta días con el fin de que la Comisión Especial recibiera nuevas solicitudes.


			El argumento fue: «Cuando se promulgó la ley n.° 18033 volvieron al país pero no pudieron tomar mejores resoluciones en esa instancia» y, por lo tanto, se considera que «las situaciones que padecen desde entonces son injustas».


			Un hombre integrante de la delegación expuso su situación particular:


			Yo estuve exiliado en Ginebra y cuando se restituyó el régimen democrático fui reintegrado al Poder Judicial. Trabajé durante dos períodos; el primero de cinco meses, luego volví a Ginebra, cuando retorné al país, trabaje durante tres meses más [procede a relatar temas familiares] el problema que tengo ahora es que me resulta imposible jubilarme en virtud de que no puedo cumplir con las exigencias para acogerme a ese régimen.


			La Asociación de Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos planteó modificaciones al proyecto que fueron atendidas; por ejemplo, que «cuando se habla de violaciones sistemáticas a los derechos humanos [tortura, desaparición forzada y prisión, homicidios, aniquilación de personas en su integridad psicofísica, exilio político o destierro de la vida social], no solo se sitúe desde el 13 de junio de 1968 al 26 de junio de 1973, sino que se extienda hasta el 28 de febrero de 1985».


			Asimismo, a través del doctor Javier Miranda, hicieron hincapié en que era «fundamental el reconocimiento del Estado a la reparación integral».


			Erardo Velázquez solicitó elevar las pasividades en una sola franja en once BPC; (26) eliminar el Acto n.° 9, (27) porque es una resolución de la dictadura; que las pasividades fueran retroactivas al 2006; atención médica en la mejor salud; otorgar un préstamo de $ 300 mil sin intereses a pagar en diez años, el cual caduca al fallecer el titular de su pasividad; y otorgar viviendas para quienes no la posean.


			Los miembros de la Asociación de la Prensa Uruguaya (APU), tras ser despedidos de la actividad privada, solicitaron que se agregara una interpretación o aclaración a la ley n.° 18033, para los damnificados por las leyes n.° 13867 y 14080, (28) con lo que conseguirían los beneficios de la ley «madre».


			Circuló además una delegación de detenidos en Argentina que reclamaron recibir las prestaciones por considerar que estaban incluidos en el artículo 11, por lo que demandaba una corrección del mismo para que se hiciera extensivo a quienes sufrieron prisión en el extranjero.


			En tanto la delegación de jubiladas y expresas políticas, que marcaron ser procesadas por la Justicia Militar, invocaron que «desde este momento, solicitamos poder renunciar a nuestra jubilación de maestras y cobrar la Pensión Especial Reparatoria establecida en el artículo 11 de la ley n.° 18033».


			Alicia Richero, vocera del grupo, sostuvo que «se da un gran paso a la cicatrización de tantas heridas con el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo sobre el reconocimiento del quebrantamiento del Estado de Derecho. En su artículo 12 se reconocen nuestras situaciones y se nos incluye en el artículo 11 de la ley n.° 18033».


			Asimismo, adujo que «para subsanar este cúmulo de injusticias y dolor de tantos años, solicitamos que el beneficio que se nos otorgaría, una vez aprobado este proyecto, fuera retroactivo al mes de octubre de 2006, fecha de promulgación de la mencionada ley n.° 18033».


			El inciso del comandante


			El inciso g lleva un sello de autenticidad del polémico comandante de la Armada, Hugo León Márquez, que tuvo como finalidad pasar a retiro a oficiales que cuestionaban su accionar al mando de la fuerza. También fueron incluidos jefes del Ejército que intervinieron en sonados casos internos.


			A través de la insistencia del diputado y senador Carlos Garat (Partido Nacional), que presentó un proyecto de ley en la década de los noventa, tras varios años donde el tema estuvo en el tapete en el Poder Legislativo, finalmente miembros de las FF. AA. fueron reparados, luego de que fueran cesados por aplicación del inciso g, artículo 192 de la Ley Orgánica de las FF. AA.


			Garat tenía pleno conocimiento de la situación; había sido capitán del cuerpo de Máquinas y electricidad del arma. Además, atrás del inciso g no hubo razones ideológicas o políticas para el cese. Por ejemplo, el «comunismo» o el «marxismo» no jugaban.


			La propuesta aspiraba a reparar y conferir el honor público a coroneles, generales del Ejército, capitanes de Navío y contralmirantes de la Armada que estaban comprendidos en el Capítulo II de la Ley de Caducidad.


			El citado inciso no daba lugar a ningún proceso ni posibilidad de defensa, sino que simplemente lo que hacía el mando era incluir el nombre de un oficial en una lista para que, de inmediato, se iniciara un proceso de pasaje a retiro forzoso.


			El proyecto tuvo el aval del Partido Nacional y del Encuentro Progresista-Frente Amplio y la oposición del Partido Colorado. El entonces presidente, Jorge Batlle, vetó la propuesta, aunque antes la había votado. El veto interpuesto fue rechazado por la Asamblea General.


			Batlle sostenía que «si la voluntad parlamentaria fue la de rendir honor público a los oficiales retirados del inciso g, el medio idóneo debió haber sido una declaración pública parlamentaria de reconocimiento a nivel de la Asamblea General y no un acto parlamentario legislativo».


			El proyecto de ley observado fue sancionado el 2 de mayo del 2000.


			Uno de los oficiales involucrados, el coronel Darío Corgatelli, sostuvo durante su comparecencia en la Comisión de Defensa Nacional del Senado:


			[…] qué es lo que pasa con esta gente que esté en retiro, en edad avanzada y se preocupa por algo que en apariencia es totalmente honorífico. El motivo que nos impulsa a esforzarnos por obtener esta reparación no es, precisamente, vanidad, pensamos que no la padecemos —ni tampoco soberbia—. Es una cuestión de honor, puramente de honor, para quienes hemos padecido durante más de veintitrés años esta arbitrariedad, que no solamente se ha proyectado a nuestra separación de las filas activas del Ejército, también nos impulsa a algo que puede ser un ideal, revalorizar, de algún modo, un juramento que prestan los oficiales de las FF. AA. cuando egresan de las escuelas de formación, de sostener y defender la Constitución.


			Tras la vuelta a la democracia el 1 de marzo de 1985, Corgatelli fue jefe de Policía de Montevideo. Durante su gestión debió tramitar las primeras citaciones de militares y civiles por violaciones a los derechos humanos, que desembocaron en la votación de la Ley de Caducidad, debido a que los militares habían trasmitido al sistema político que no aceptaban ser juzgados por la Justicia Civil por actos de servicio en la lucha contra la subversión.


			Entre los cesados figura el teniente general Hugo Chiappe Pose, comandante en Jefe del Ejército cuando se produjo el golpe de Estado el 27 de junio de 1973. En mayo del año 1974, la Junta de Oficiales Generales votó remover al entonces presidente de la República, Juan María Bordaberry.


			Chiappe Pose pretendía mantenerse como jefe del Ejército y asumir la primera magistratura. El nuevo gobierno sería dirigido por los comandantes de las tres fuerzas —Ejército, Armada y Aérea—, encabezando el Poder Ejecutivo el titular del Ejército, al estilo chileno y más tarde argentino.


			Sin embargo, los generales no apoyaron a Chiappe, que terminó relevado por Bordaberry. Por ese episodio también cayó el general Dardo Grossi, que apoyaba a Chiappe Pose. Tras el cese de Chiappe Pose, asumió como comandante en Jefe del Ejército el teniente general José Luis Vadora.


			En la nómina aparece el general Amaury Prantl, que en el año 1978 debió pasar a retiro al hacerse responsable de la publicación interna de las FF. AA., El Talero, que cuestionaba al teniente general Gregorio Álvarez, a quien se acusó de mantener encuentros secretos con el caudillo nacionalista Wilson Ferreira Aldunate. Por este caso también fue cesado el teniente coronel José Nino Gavazzo.


			Hasta ese momento los militares tenían tres opciones: actividad, retiro y reforma. A Prantl se lo calificó como «baja». Durante la jefatura del Ejército de Álvarez no se le abonó la jubilación de retiro.


			Otro a quien se le aplicó el inciso g fue al coronel Arturo Silva. El 1 de marzo de 1985, Silva fue designado por el nuevo gobierno de Julio María Sanguinetti como director general de la Secretaría del Ministerio de Defensa Nacional. Los entonces generales Yamandú Sequeira y Julio César Bonelli —este leal al Goyo Álvarez— pasaron a retiro por discrepar con la medida.


			El entonces comandante en Jefe del Ejército, teniente general Hugo Medina, dijo al autor en un extenso reportaje lo siguiente:


			El acto de [Vicente] Chiarino —entonces ministro de Defensa Nacional— como representante del poder político, de querer poner un coronel, un coronel retirado inciso g, se debió a que él necesitaba dar una muestra de fuerza: «Lo pongo yo, soy el ministro y quiero a este». A mí no me gustaba, yo no quería, no por nada personal con Silva, del cual era amigo, sino porque no era de recibo que se dijera a todos los coroneles que no eran confiables. Me plantean ese caso, digo ¿me voy?, no, voy a quedarme. No sé si estuve bien o mal, en mi criterio estuve correcto. (29)


			Lista primaria de oficiales retirados por el artículo 192, inciso g, de la ley n.° 14157: (30)


			Teniente general Hugo Chiappe, general Amaury Prantl (baja), general Luis Rodríguez, general Dardo Grossi, coronel Darío Corgatelli, coronel Ruben Lizarralde, coronel Rivera Guianze, coronel Venancio Caballero, coronel Guillermo Ramírez, coronel Ruben Méndez, coronel Sarandí Barbadora (reforma), coronel Óscar Olivera, coronel Arturo Silva, coronel Fructuoso Rivera, coronel Walter Griego, coronel Armando Chucarro, coronel Juan Irigoyen, coronel Luis Barreira, coronel Héctor Bouissa, coronel Elbio Umpiérrez, coronel Florencio Godoy, coronel Carlos Canclini, coronel Washington García, coronel Aníbal Sosa, coronel Eudoro Melo, coronel Paulo Heguerte, coronel Luis López, coronel Arioso Fernández, coronel Werther Soto, coronel Salvador Brasca, coronel José Severo, coronel Julio Gossio, coronel Miguel Sagrera, coronel Carlos Dutra.


			Canilla militar


			Como si Papá Noel adelantara su llegada y tuviera su primera escala en Uruguay, a pocos días de la Navidad, el 22 de diciembre de 2005, el gobierno del Frente Amplio, con el apoyo parlamentario del Partido Nacional y del Partido Colorado, decidió abrir la canilla para reparar a unos trescientos militares y sus causas habientes que habían sido cesados durante la dictadura.


			Empero, allí hubo de todo. Por ejemplo, el coronel Venancio Caballero se manifestó contra el quiebre institucional y se fue para su casa. Un caso que no tiene nada que ver con los que vienen.


			Otros oficiales superiores, antes de la caída de las instituciones, en plena democracia, habían trasmitido información calificada al Comité Central del Partido Comunista en el Uruguay sobre la interna de las FF. AA. Uno de los oficiales reparados participó directamente en la creación del aparato armado del PCU, en el año 1964, a pedido del líder histórico de esa fuerza política, Rodney Arismendi. (31)


			Además, fueron resarcidos, después que se les otorgó el grado de general a militares leales al presidente histórico del Frente Amplio, Líber Seregni.


			Por lo menos, dos de los involucrados habían entregado planos de unidades castrenses y se reunían con el líder tupamaro Raúl Sendic y otros jefes, cuando la organización estaba en la cresta de la ola. (32)


			Una veintena de los reparados permanecieron varios años presos durante el régimen de facto tras implementarse los tribunales de Honor, por participar directa e indirectamente en el Plan Contragolpe, en el que estuvieron involucrados el MLN-T, el PCU y el general Líber Seregni.


			Algunos integrantes de la nómina, con el paso del tiempo, ocuparon cargos en los gobiernos del Frente Amplio, entre los años 2005 y 2020.


			Se destacan: Edison Arrarte (asesor ministerial), Gerónimo Cardozo (embajador en Venezuela), Jaime Igorra, Luis Lazo (cargos de jerarquía en los ministerios), Julio Halty (presidente del Supremo Tribunal Militar) y Pedro Aguerre (asesor ministerial y padre de quien fuera comandante en Jefe del Ejército, general del mismo nombre, entre el 31 de octubre de 2011 y el 31 de enero de 2013, durante el gobierno de Mujica), entre otros. También accedió a la indemnización la familia del general Seregni.


			El entonces ministro de Economía, contador Danilo Astori, después de participar en el estudio y la elaboración de la iniciativa, sentenció que los gastos que «puede generar no son de una magnitud relevante». El jefe de la economía del primer gobierno del Frente Amplio daba así su aval a lo que luego sería la ley n.° 17949.


			El título de la decisión decía que se trataba de un resarcimiento económico para personal militar destituido, desvinculado, dado de baja, pasado a situación de reforma o similares, por razones políticas e ideológicas.


			La ley que no generaba gastos de «magnitud relevante», según Astori, tuvo un costo en dólares que varía según la cotización de la época, teniendo un piso de casi U$S 2 millones.


			La información está inserta en un expediente del Ministerio de Defensa Nacional, tramitado en el año 2011. (33) El documento público al cual tuvo acceso al autor proviene de un pedido amparado en la ley n.° 18381, (34) efectuado por los tenientes generales Carlos Berois, Guillermo de Nava, Fernán Amado y Santiago Pomoli.


			Debido al volumen de reclamaciones, la cartera debió abrir grupos de la A a la D, para finalmente agregar uno más: el E.


			Los oficiales superiores, muchos de ellos leales al líder histórico del Frente Amplio, general Líber Seregni, que fueron indemnizados son: Antonio Buela, Ariel Gerona, Ariel Pérez, Carlos Caban, Carlos Deambrosio, Carmelo López, Rodolfo González (causahabiente), Edison Arrarte, Gerónimo Cardozo, Guillermo Castelgrande, Gustavo Tocco, Jaime Igorra, Jesús Fagúndez, Juan Rodríguez, Julio Giorgi, Luis Lazo, Pedro Aguerre, Saverio Casella, Tomás Cirio y Walter Maceira.


			Causas, sentencias, casación y transacción


			Trámites de reclamos, que se extendieron hasta siete años, se generaron sobre sonados casos de desaparecidos. Los montos abonados van desde U$S 420 mil, pasando por U$S 200 mil, U$S 150 mil y U$S 80 mil. Otros fueron desestimados en Primera Instancia, como el reclamo de Sara Méndez (PVP), referido a su hijo, anotado como Simón Riquelo.


			Detalle de las mencionadas causas:


			Ficha n.° 70/1996. Reclamo: daños y perjuicios por privación de libertad y apremios físicos y psíquicos, luego de ser detenido el 20 de noviembre de 1975. Sentencia 28 del 30 de abril de 1999 declara de oficio la caducidad de la pretensión. Sentencia 115 del 17 de mayo de 2002 confirmatoria de Primera Instancia. Casación 80 del 19 de marzo de 2003 desestima recurso. Se ofició en el Juzgado Letrado de Primera Instancia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. En la documentación no figura el nombre del reclamante.


			Ficha n.° 74/1999. Daños y perjuicios por desaparición de su padre Óscar Baliñas, detenido el 21 de junio de 1977. Transacción judicial celebrada y homologada judicialmente en audiencia el 16 de julio de 2001 y ratificada por resolución del Ministerio de Defensa Nacional n.° 79293, del 21 de agosto de 2001. Se canceló por carta de pago otorgada el 30 de agosto de 2001. Monto: U$S 80 mil. Intervino Juzgado Letrado de los Contencioso Administrativo de Segundo Turno.


			Ficha n.° 90-10642/2002. Inconstitucionalidad artículo 3 de la Ley de Caducidad. Se presentó la acción en autos «González José Luis en reparación Juan Gelman». Denuncia ficha 462/2002 del Juzgado Letrado de Primera Instancia Penal de Segundo Turno, en virtud de que el auto que ordena archivar las actuaciones de la sede penal lesiona su interés directo, personal y legítimo. Se desestimó la acción por resolución n.° 332 del 15 noviembre de 2004. Actuó la Suprema Corte de Justicia.


			Ficha 289-550-2002. Daño moral por desaparición de su hijo Horacio Gelos Bonilla, detenido el 2 de enero de 1976. Transacción autorizada por resolución del Ministerio de Defensa Nacional n.° 85877, del 27 de octubre de 2008. Fue aprobada y homologada judicialmente por el decreto 4222/2008, del 25 de noviembre de 2008. Monto: U$S 150 mil.


			Ficha n.° 109-193-2003. Daño moral por desaparición de su padre Julio Castro, detenido el 1 de agosto de 1977. Sentencia 25/2009 del 22 de abril de 2009, condenatoria del Estado por U$S 200 mil, más intereses. Sentencia en Segunda Instancia 15/2010, del 3 de marzo de 2010, confirmando la sentencia recurrida con la salvedad expresada en relación a la actuación de la Comisión para la Paz. Actuó el Juzgado Civil de Primer Turno.


			Ficha n.° 2/28289/2005. Daño moral por desaparición de padre y esposo de las actoras, Ricardo Blanco Valiente. Transacción autorizada por resolución del Ministerio de Defensa Nacional n.° 86446, del 1 de junio de 2009, y homologada por la sede actuante, el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo de Segundo Turno. El expediente no contiene el monto. Sin embargo, el 26 de diciembre de 1997 (oficio n.° 371/DGS/1997), el entonces ministro de Defensa Nacional, Raúl Iturria, en respuesta a un pedido de informes de diputados del Frente Amplio, reveló que se abonaron U$S 160 mil.


			Ficha n.° 2/6294/2006. Daños y perjuicios por su detención, el 13 de julio de 1976, y la posterior desaparición de su hijo Simón Antonio Riquelo, nacido en Buenos Aires el 22 de junio de 1976. Se desestima en Primera Instancia. El recurso de apelación fue sustanciado por el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Quinto Turno que, por sentencia definitiva de Segunda Instancia 124/2012 de fecha 29 de agosto de 2012, falló revocando la sentencia apelada, amparándose parcialmente la demanda y condenando al Estado a pagar a la actora la suma de U$S 28 mil más intereses a la tasa del 6 % anual desde la presentación de la demanda, como indemnización de daño extra patrimonial derivado de hechos objeto del proceso. Al respecto y de acuerdo al dictamen K2580/2013 de 19 de setiembre de 2013, la pretensión primaria fue de U$S 230 mil por concepto de daño moral.


			Autos caratulados «Valiño De Bleier, Rosa y otros c/Ministerio de Defensa Nacional - Reparatoria Patrimonial por responsabilidad administrativa por omisión». El recurso de apelación fue sustanciado por el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Séptimo Turno que, por sentencia 193/2012, del 26 de setiembre de 2012, falló confirmando la sentencia apelada, excepto en cuanto a los montos de condena fijados en concepto por daño moral los que se revocan y en su lugar se fijan en U$S 100 mil para la esposa, Rosa Valiño, y U$S 80 mil para cada uno de los hijos (Rosana, Carlos, Gerardo y Silvia).


			Autos caratulados «Goycoechea Basualdo, Nicolás c/Estado - Ministerio de Defensa Nacional - Daños y perjuicios - IUE 2-21813/2010», tramitados ante el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo de Cuarto Turno, cuya representación y patrocinio procesal estuvo a cargo de los letrados del mencionado Departamento Jurídico, no se interpuso recurso de apelación contra la sentencia definitiva de Primera Instancia 3/2013, de fecha 04/02/2013, que falló haciendo lugar parcialmente a la demanda en su mérito condenando a la parte demandada Estado persona pública mayor representado por el Ministerio de Defensa Nacional a abonarle al señor Nicolás Alejandro Goycoechea Basualdo la suma de U$S 200 mil, por concepto de daño moral propio, más los intereses legales a la tasa del 6 % desde la fecha de la demanda. Al respecto y de acuerdo al informe del juicio 5-13 del patrocinante de esta cartera, doctor Alfredo Maeso, se expresa que la pretensión habría sido de U$S 1600 millones (U$S 800 mil por la pérdida de cada uno de los padres) desaconsejando la interposición del recurso de apelación, procediendo a solicitar la correspondiente dispensa, la que habría sido concedida.


			Ficha n.° 2/7554/2007. Causa. Daños y perjuicios por desaparición forzosa de padre y esposo de las actoras Miguel Ángel Mato Fagián, el 29 de enero de 1982. Sentencia 67/2009, del 26 de agosto de 2009, acogiendo la demanda y, en su mérito, condenando a la demandante a abonar a las mismas la suma de U$S 200 mil en concepto de daño moral propio y daño moral iuris hereditaria a Verónica Mato Correa, que se estima en la suma de U$S 29.250, con sus intereses legales desde la fecha de la demanda, así como el daño material por lucro cesante. Sentencia en Segunda Instancia 117/2010, del 17 de junio de 2010, confirmando la sentencia apelada salvo en cuanto al límite temporal del lucro cesante correspondiente a Verónica Mato, que se fija al momento en que esta cumplió los veintiún años de edad. Se está tramitando el incidente de liquidación de sentencia. Actuó el Juzgado Letrado de Primera Instancia y lo Contencioso Administrativo de Primer Turno.


			Ficha n.° 574/08. Causa. Nulidad resolución del Poder Ejecutivo n.° D/1290 del 11 de junio de 2007, por la cual, en respuesta al mensaje 41/2007 del Poder Judicial, se declaró que el caso de autos «Michelina de Gouveia, María Fernanda y otros - Su denuncia - Antecedentes», ficha n.° 2-43332/2005, del Juzgado Letrado de Primera Instancia Penal de Décimo Noveno Turno no se encuentra comprendido en el artículo 1 de la Ley de Caducidad. Sentencia 539/2011, del 26 de julio de 2011, desestima la demanda. Actuó el Tribunal de lo Contencioso Administrativo.


			La mamá de las reparaciones


			La «murmurada» popular apunta directamente a los tupamaros como los grandes favorecidos por las leyes reparatorias denominadas PER, jubilaciones y pensiones especiales que tienen como objetivo indemnizar a personas que, por motivos políticos e ideológicos, se vieron obligadas a abandonar el país o fueron detenidas durante la dictadura.


			La «madre» de las normas es la ley n.° 18033, por la cual hoy se pagan jubilaciones o pensiones que alcanzan la cifra de unos U$S 1500. Sin embargo, también se pudieron acoger miembros de otras quince organizaciones de izquierda, como es el caso del PCU, CU, PVP, 26 de Marzo, PCR, ROE, PST, OPR 33, GAU, (35) entre otras.


			Un reflejo de la afirmación fue que, al azar, el autor eligió la página 5 de la documentación entregada por Bonomi en el año 2008, la carpeta tiene ochenta y tres cuartillas. Del cotejo de una lista de cincuenta personas con expedientes positivos, doce de ellas eran del PCU.


			La primera aproximación a la envergadura de las reparaciones promovidas por el Frente Amplio, desde que se instaló en el gobierno en el año 2005, fue la respuesta a un pedido de informes que realizó el diputado Nelson Rodríguez —representante nacional por Maldonado— (Partido Nacional).


			El 23 de julio de 2008, el entonces ministro de Trabajo y Seguridad Social, Eduardo Bonomi (MPP), entregó la lista total de los favorecidos a acogerse a la consabidas PER. Bonomi enumeró como aspirantes a varios de sus compañeros, jefes de la guerrilla tupamara.


			Asimismo, reveló que la Comisión Especial había recibido a la fecha un total de 9107 solicitudes. Se habían resuelto 4682 positivas y quinientas ochenta negativas. Restaba definir 4425 casos.


			El autor tiene en su poder esa lista hace varios años. En el año 2021 presentó un pedido de información pública, pero no incursionó de antemano en los nombres, sabiendo que la devolución sería negativa.


			El BPS corroboró mediante su Comisión Especial que no encontraba «impedimentos para poder dar respuesta a la solicitud de información, siempre que consigne en términos estadísticos […] sin ningún tipo de identificación que pueda llegar a individualizar a las personas físicas de que se trata la información». (36)


			Por lo tanto, en caso de querer cotejar la lista de los 9107 aspirantes con los que reciben el beneficio actualmente, es imposible.


			Por ese motivo y sabiendo la respuesta del BPS, en el pedido de información pública a la institución, el autor apuntó a la parte estadística. De allí surgió que, desde su aplicación, el 13 de octubre de 2006, hasta mediados de 2021, la ley n.° 18033 le costó al erario público U$S 438 millones. Siguiendo con los mismos lineamientos y costos, al final del mandato de Lacalle Pou, en marzo de 2025, el Estado habrá abonado más de U$S 550 millones.


			Lo que sí llama la atención es cómo la cifra (U$S 438 millones) ha sido utilizada para denostar la ley y censurar a aquellos que reciben las PER, en todos los ámbitos y ampliamente en las redes sociales, como variadas placas que circulan aludiendo al hecho concreto. Pero, muy pocos han citado la fuente o la editorial (Planeta), menos el título del libro (Operación verdad) y mucho menos el nombre del autor. Uno de los pocos ejemplos que mencionó la fuente fue el periodista y escritor Federico Leicht, cuando hizo alusión al episodio en su cuenta de Twitter.


			Desde que asumió el gobierno Lacalle Pou, adherentes de la coalición republicana reclaman directamente al mandatario que deje sin efecto el pago de este beneficio, pero que también derogue un decreto que firmó el fallecido expresidente Tabaré Vázquez, que amplía el mismo a sus familiares luego de la muerte del titular.


			Una de las preguntas del pedido de información pública reflejó este hecho, con la siguiente respuesta del BPS:


			¿La pensión especial reparatoria, luego del fallecimiento del beneficiario titular, se sigue abonando a los familiares? Si fuera así, ¿hasta qué límite de parentesco?


			La respuesta al punto 5 se encuentra en la propia ley mencionada por el peticionante […] la que en su artículo 11, inciso 4 dispone que; «En caso de fallecimiento de los beneficiarios de esta pensión especial reparatoria, su cónyuge o concubina more uxorio hijos menores, hijos mayores declarados incapaces y los/as concubinas declarados tales por la ley n.° 18246 de 27 de diciembre de 2007, podrán ejercer derechos de causa habientes (redacción dada por el artículo 13 de la ley n.° 18596 de 18 de setiembre de 2009).


			Lo que sí se sabe es que recibieron la reparación pecuniaria destacados miembros del MLN-T como Jorge Zabalza, Esteban Pereira Mena, Donato Marrero, Ismael Bassini Campiglia, Augusto Gregori Souto, Rodolfo Wolf, Julio Marenales, María Elia Topolansky y Néstor Sclavo (participante directo del asesinato del peón Pascasio Báez). 


			Bassini Campiglia fue quien ejecutó al peón Pascasio Báez Mena, mientras Pereira Mena intervino en la muerte de los cuatro soldados ocurrida el 18 de mayo de 1972.


			También se acogió al beneficio el cantautor Daniel Viglietti.


			En este caso, el 28 de abril de 1976, OCOA (Organismo Coordinador de Operaciones Antisubversivas) procesó el parte de información n.° 50, con documentación proporcionada con anterioridad por el SID (Servicio de Información de Defensa), que fue derivado a todas las unidades militares con la firma del entonces influyente general del Ejército Esteban Cristi.


			En relación al artista, Cristi escribió: «Una de las figuras principales de la Junta Coordinadora Revolucionaria (JCR), en materia de propaganda, es el cantor uruguayo Daniel Viglietti [fallecido en Montevideo el 30 de octubre de 2017], el cual recorre Europa, realizando festivales, en los cuales además de la labor de propaganda que realiza ejecuta tareas de finanzas, cuyos fondos van a la central de la JCR en París».


			La JCR, fundada en la provincia de Mendoza (Argentina) en 1974, fue la conjunción de los grupos guerrilleros ERP (Argentina), MIR (Chile), ELN (Bolivia) (37) y MLN-T (Uruguay), que pregonaban la revolución armada y la caída de las dictaduras en América.


			Además, se sumaron a las pensiones miembros del PVP, entre ellos Sara Méndez, Gastón Zina, Rogelio Soto, Margarita Michelini, Ana Inés Quadros y Sergio López Burgos, que fueron traídos a Uruguay en forma clandestina el 24 de julio de 1976. Los nombrados también cobraron indemnizaciones en Argentina, donde han sido denunciados por varios delitos que abordaremos en este capítulo.


			Otro elemento a tener en cuenta es la reclusión de las mujeres que integraban la guerrilla y organizaciones de izquierda, que se acogieron a la ley n.° 18033.


			De acuerdo a un análisis efectuado por los organismos de inteligencia en relación a la población reclusa, pasaron por el Establecimiento Militar de Reclusión n.° 2 de Punta de Rieles (femenino), entre 1973 y el 13 de junio de 1979, integrantes de dieciséis organizaciones vinculadas directamente a la izquierda: cuatrocientas veinte eran del MLN-T, ciento trece del PCU, treinta y nueve de la Unión de Juventudes Comunistas (UJC), veinte del Partido Comunista Revolucionario (PCR), diecinueve del 26 de Marzo, veinticuatro del PVP, y otras sesenta y tres de diversas organizaciones de tendencia a la izquierda. Incluso hubo presas dos integrantes del grupo argentino Montoneros.


			Algunas de las detenidas ingresaron al establecimiento con hijos de uno a cinco años de edad. Las reclusas tenían entre dieciocho y sesenta años, en general estaban casadas, pero las había también solteras, viudas, divorciadas y concubinas.


			Se destacaban las estudiantes universitarias, un gran porcentaje de profesionales con títulos; hubo cincuenta y seis maestras.


			Los diez abogados defensores ante la Justicia Militar, que actuaron como profesionales de oficio, atendieron doscientas quince causas, tres de ellos tenían el rango militar de coronel.


			Pero también las reclusas contaron con ochenta y ocho abogados particulares, varios de ellos muy reconocidos, que, tras la vuelta a la democracia, ocuparon cargos de vicepresidente de la República, ministros de Estado o senadores de la República, especialmente integrando el Partido por el Gobierno del Pueblo (PGP). Otros integraron la Comisión del Voto Verde que buscó la derogación de la Ley de Caducidad, frente al «voto amarillo» que la afirmaba, en el referéndum de abril de 1989.


			Podemos citar al exvicepresidente de la República, Hugo Batalla, a Edgardo Carvalho, Carlos Cassina, Daniel Díaz Maynard, Heber Gatto, Carlos Martínez Moreno, Claudio Williman, José Díaz, Pérez del Castillo, Adela Reta, Diego Terra Carve, Rodolfo Sienra y Schurman Pacheco.


			Asado pecuniario


			En el marco de las leyes de resarcimiento, los obreros de los frigoríficos favorecidos han recibido una peculiar reparación. El beneficio comienza a regir el 9 de febrero de 1973 y se extiende hasta el 28 de febrero de 1985. Es llamativa la fecha elegida (9 de febrero de 1973), el mismo día que las FF. AA. dieron a conocer públicamente los polémicos comunicados 4 y 7, que contaron con el aval de casi la totalidad del Frente Amplio, especialmente del Partido Comunista en el Uruguay.


			El 26 de junio de 1973, horas antes del golpe de Estado en Uruguay, Wilson Ferreira Aldunate pasó factura a la Confederación Nacional de Trabajadores (CNT) y al Partido Comunista en el Uruguay por la postura asumida ante el avance militar. El caudillo nacionalista apostaba a la renuncia del presidente Bordaberry, para posteriormente realizar un llamado a elecciones a los seis meses, con un balotaje.


			En un discurso pronunciado en una coordinadora del Movimiento por la Patria, Ferreira Aldunate sostuvo:


			Si había sindicatos que habían perdido en tal medida la noción de su dignidad, que en vez de plantear en el ejercicio legítimo de sus derechos constitucionales o sus reclamaciones, designaban delegaciones para entrevistar a los jefes de regiones militares o a los jefes del Esmaco [Estado Mayor Conjunto de las FF. AA.], como si allí pudiera estar la reserva del proletariado por mejorar su condición social. (38)


			Wilson, dirigiéndose a los presentes, remató: «A fin de cuentas, ustedes saben bien que estamos al borde del golpe de Estado, a horas, a minutos, de la instauración de una dictadura militar y que si no quisiera el Partido Comunista y la CNT, aquí no habría dictadura militar».


			El general Gregorio Álvarez, durante su etapa como jefe del Estado Mayor Conjunto (Esmaco) —16 de diciembre de 1971 a 23 de febrero de 1973—, mantuvo varias reuniones con la cúpula de la CNT. Allegados al militar aseguraron, al autor, que los sindicalistas «se pechaban en la puerta para entrar a hablar con el Goyo».


			Volviendo a la reparación, la ley n.° 18310 lleva como título «Trabajadores industria frigorífica despedidos por el gobierno de facto, cómputo jubilatorio». Ante los inconvenientes para formalizar los cálculos jubilatorios, el BPS interpretó la ley a través de un informe jurídico elaborado por la gerente y la técnica en Derecho del Área Pasivos, Ana María Pérez y Silvana Carusso, respectivamente.


			El 21 de agosto de 2008, con el fin de establecer claramente los lineamientos para las liquidaciones correspondientes, las funcionarias del BPS mantuvieron un encuentro con el doctor José Luis Baumgartner, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.


			Finalmente, el 4 de setiembre de 2008, por RD n.° 29/4/2008, se aprobó en general el informe complementario de fecha 26 de agosto del mismo año sobre aspectos de la ley n.° 18310. La resolución está firmada por Ernesto Murro (presidente) y Eduardo Giorgi (secretario general). El informe establece que «el concepto central a definir es la cesantía por motivos políticos, ideológicos o gremiales o mera arbitrariedad».


			Las funcionarias del BPS argumentaron a través de un ejemplo: «Un trabajador cesado del frigorífico en el que se desempeñaba en marzo de 1976, aun cuando en 1978 registre actividad en la construcción o en una fábrica, o con afiliación civil o rural, tendrá derecho a computar fictamente servicios hasta el 28 de febrero de 1985 y desde la destitución en el año 1976».


			Siguiendo esa línea de trabajo, adujeron que


			[…] supongamos que el trabajador logra luego de la destitución insertarse nuevamente en la industria frigorífica en febrero de 1977 y cesa en diciembre de dicho año. En esta hipótesis habrá de computar sin dudas —acreditados que fueren los motivos del cese en el año 1976— el período comprendido hasta febrero de 1977. Si con relación al segundo cese de la industria frigorífica en diciembre de 1977 se acredita que se debió también a los motivos que refiere la ley, en ese caso se computará asimismo fictamente el período que va desde este segundo cese hasta el 28 de febrero de 1985 […] esto es en caso que este segundo cese no se acredite a los motivos del artículo 1, el cómputo ficto irá el ejemplo hasta febrero 1977 (reingreso al sector).


			Sin embargo, pese a los ejemplos, recomendaron al Directorio del BPS que «sería conveniente la creación de una Comisión Especial interna dependiente de la Dirección Técnica de Prestaciones».


			Agregaron que el grupo de trabajo «tendría como cometido la recepción y el análisis de la prueba sobre los aludidos motivos. Preferentemente abogados del Instituto, tal como el antecedente registrado con relación a la ley n.° 15783 del 27 de noviembre de 1985 [ley de reparación de los funcionarios públicos] en el ámbito del BPS, para las situaciones de funcionarios destituidos».


			En su informe, Pérez y Carusso hicieron especial hincapié en que «la valoración de hecho dote a las resoluciones del mayor grado de imparcialidad y seguridad posibles, no encontrándose los servicios y su personal administrativo en condiciones de asumir con la responsabilidad indubitable que caracteriza la operativa de tales cometidos».


			El autor elevó un pedido de información pública al Directorio del BPS. (39)


			La ley n.° 18310, al momento del informe de la institución (2022), ha tenido un costo de U$S 83.442.284 millones. En el año 2008 la cobraban trece personas y en el 2022, 727. Tuvo un pico de 839 amparados por la norma que habían sido cesados de la industria frigorífica.


			No faltó la invocación del artículo 14 de la ley n.° 18381 cuando los organismos del Estado se ponen renuentes a entregar la información.


			El mismo dice textualmente:


			La solicitud de acceso a la información no implica la obligación de los sujetos obligados a crear o producir información que no dispongan o no tengan obligación de contar al momento de efectuarse el pedido. En este caso, el organismo comunicará por escrito que la denegación de la solicitud se debe a la inexistencia de datos en su poder, respecto a la información solicitada. Esta ley tampoco faculta a los peticionarios a exigir a los organismos que efectúen evaluaciones o análisis de la información que posean, salvo aquellos que por sus cometidos institucionales deban producir. No se entenderá producción de información, a la recopilación o compilación de información que estuviese dispersa en las diversas áreas del organismo, con el fin de proporcionar la información al peticionario.


			Se aclaró que «esta última apreciación es una mera sugerencia ya que se trata de una valoración que corresponde realizar a los servicios competentes».


			Relacionado con la industria frigorífica, en el año 1972, en plena democracia en Uruguay, el coronel del Ejército Luis Agosto, en el momento que tenía el grado de capitán, recibió la orden del mando de presentarse con su batería en el frigorífico Artigas, en la zona del Cerro de Montevideo, con el fin de que los soldados cumplieran las funciones de los obreros de la carne que estaban en huelga.


			Agosto dijo al autor: «Se dio una curiosa circunstancia, trabajadores que no estaban de acuerdo con la medida venían a pedirme carne para la olla del día».


			«Cuando me pidieron, les pregunté la razón de la paralización de tareas, me contestaron que miembros del sindicato los amenazaban con violar a sus mujeres y destrozar los muebles de sus domicilios y les decían que si trabajaban eran “carneros”. Evidentemente, estaban aterrorizados por una minoría», narró el militar.


			Subrayó que «la misión que tenía era cumplir con un embarque de carne al exterior en un barco que estaba en el antepuerto. Para planificar la misión, me trasladé en la barcaza en el primer cargamento junto a los soldados y me tirotearon desde los pajonales del arroyo Pantanoso. La agresión no la podía repeler por orden superior».


			Agosto finalmente señaló que «esto lo permitía el sistema político, el uso y abuso de la utilización de los efectivos de las FF. AA. en tareas que no eran afines a su misión, sin ningún tipo de remuneración».




			Cuadro del BPS con los favorecidos por la ley n.° 18310.


			[image: imagen]





			El cálculo matemático Pi de la dictadura


			La ley n.° 18596 es lo más parecido al intento del médico estadounidense Edward Goodwin de aplicar una nueva verdad matemática modificando el cálculo del Pi. Goodwin entendió que había encontrado un método para cuadrar el círculo que consistía en que el cociente entre el diámetro y la circunferencia equivalía a cinco cuartos dividido entre cuatro. Cuando hizo la cuenta, el Pi era 3,2 y no 3,1416.


			En Uruguay, la ley n.° 18596 induce claramente a pensar que la dictadura se instaló en nuestro país el 13 de junio de 1968, cuando el entonces presidente constitucional, Jorge Pacheco Areco, aplicó Medidas Prontas de Seguridad, en el momento que los sindicatos estaban sublevados, arreciaban las huelgas y el MLN-T comenzaba con sus operaciones de propaganda, en este caso, directamente con los secuestros.
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